
Llg
C.A.Valpara so.í

Valpara soí , dieciocho  de enero de dos mil veintid só .
VISTO:
Que, a fol io uno,  comparece el abogado Jaime Rojas Rojas, en 

representaci n de do a ó ñ Paul ina  Elena  Guerra  Mu ozñ , estudiante 
de  derecho,  con  domicilio  en  calle  Carmen  N 681,  Valpara so,° í  
deduciendo recurso de protecci n en contra de la ó Fiscal a  Regionalí  
De  Valpara soí , representada por su Fiscal Regional do a Claudiañ  
Perivancich  Hoyuelos,  abogada,  ambos  con  domicilio  en  Blanco 
N 937, piso 4, Valpara so, por el acto arbitrario e ilegal consistente en° í  
la  Resoluc i n  FR  N 142/2021  de  28  de  sept iembre  deó °  
2021,  noti f icada  con  fecha  27  de  octubre  de  2021 ,  que 
rechaz  la  solicitud  de  eliminaci n  de  antecedentes  asociados  a  laó ó  
actora desde el registro interno del Sistema de Apoyo a los Fiscales 
(SAF), vinculados con dos investigaciones desarrolladas por las Fiscal así  
Locales  de  Valpara so  y  Vi a  del  Mar,  la  que  amenaza,  priva  yí ñ  
perturba sus derechos a la integridad ps quica de Paulina Guerra y suí  
derecho a la honra y vida privada, consagrados en el art culo 19 N s 1í °  
y 4 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

Explica que la primera investigaci n fue conocida por la Fiscal aó í  
Local de Valpara so bajo el RUC N 1400209954-4, concluyendo coní °  
fecha 14 de abril de 2014 por sobreseimiento definitivo decretado por 
el Juzgado de Garant a de Valpara so (RIT N 1824-2014). A su turno,í í °  
la segunda persecuci n fue desarrollada por la Fiscal a Local de Vi aó í ñ  
del Mar con el RUC N 1601144943-7, que concluy  con fecha 6 de° ó  
diciembre  de 2017,  tambi n por sobreseimiento definitivo decretadoé  
por el Juzgado de Garant a de Vi a del Mar (RIT N 11686-2016). í ñ °

En este contexto, con fecha 22 de septiembre de 2021, solicit  laó  
eliminaci n  todos  los  antecedentes  y  datos  personales  del  registroó  
interno del Sistema de Apoyo a los Fiscales, ante la Fiscal Regional de 
Valpara so, la que fue rechazada mediante el acto que se impugna. í

Indica  que  la  resoluci n  es  arbitraria  e  ilegal,  por  no  existiró  
norma legal  que permita su registro y conservaci n.  Explica que eló  
art culo 20 de la Ley N  19.628, sobre Protecci n de la Vida Privada,í ° ó  
que autoriza gen ricamente a los rganos p blicos para proceder alé ó ú  
tratamiento de datos personales, en la medida que ella se verifique en 
el  mbito  de sus  competencias  y con sujeci n  a las  reglas,  no será ó á 
necesaria la autorizaci n del titular. Sin embargo hace presente que eló  
art culo  21,  regula  la  situaci n  de  los  datos  personales  relativos  aí ó  
condenas por delitos, infracciones administrativas o faltas disciplinarias, 
no  pueden  ser  comunicados  una  vez  prescrita  la  acci n  penal  oó  
administrativa, o despu s de cumplida o prescrita la sanci n o la pena,é ó  
salvo que sean requeridos por los tribunales de justicia u otros rganosó  
p blicos en el mbito de sus competencias. De manera que las causasú á  
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al ser sobrese das definitivamente, no se encuentran contempladas en elí  
art culo 21 precitado.í

 Respecto  de  los  derechos  vulnerados,  hace  presente  que  se 
encuentra  afectada  su  integridad  ps quica,  puesto  que  tiene  unaí  
constante  preocupaci n  y angustia,  ya  que cualquier  persona puedeó  
revisar antecedentes en los que se le asigna el rol de imputada y/o“  
denunciada , por hechos que ocurrieron cuando ten a 15 y 18 a os, lo” í ñ  
que implica una alta connotaci n negativa y le recuerda la perpetuidadó  
de su historia de violencia intrafamiliar. Asimismo, se ha vulnerado su 
derecho  a  la  honra,  atendido  la  permanencia  de  la  informaci nó  
desactualizada y se contradice con las reas que se desempe a comoá ñ  
violencia y cr menes contra mujeres, ni os, ni as y adolescentes, lo queí ñ ñ  
afecta su buen prestigio tanto en su vida personal como profesional.

Solicita que se deje sin efecto dicha resoluci n y se ordena a laó  
recurrida eliminar sus antecedentes personales  del registro interno del 
Sistema  de  Apoyo  a  los  Fiscales  (SAF),  vinculados  stos  con  lasé  
investigaciones desarrolladas por las Fiscal as Locales de Valpara so yí í  
Vi a del Mar, relacionadas con las respectivas causas penales anotadas,ñ  
con costas.

Que, a  fol io  cuatro,  evacua informe la  Fiscal a  Regionalí  
de Valpara so,í  solicitando el rechazo del recurso. 

Indica que la informaci n contenida en el SAF corresponde aló  
registro  de  las  actuaciones  que  tiene  el  Ministerio  P blico  en  lasú  
investigaciones  que realiza  por  mandato  constitucional,  que tiene el 
car cter  de  interno,  administrativo  y  en  ning n  caso  es  abierto  alá ú  
p blico.  De  esta  forma,  atendida  su  funci n,  los  antecedentes  yú ó  
diligencias recabados en las investigaciones penales, es esencial para el 
inicio,  desarrollo  y  toma  de  decisiones  del  Ministerio  Publico, 
incluyendo a las personas involucradas en el SAF.

Refiere que el Saf apoya a los fiscales, a trav s de un sistemaé  
inform tico, ajustado a derecho, por lo que no constituye un referenteá  
para los Tribunales de Justicia, Registro Civil e Identificaci n u otroó  
organismo  p blico,  sino  que  solo  tiene  un  fin  en  el  contexto  deú  
investigaciones  espec ficas,  que  solo  tienen  acceso  fiscales,  yí  
determinados funcionarios, para el cumplimiento de funciones propias 
de su cargo.

Hace presente, que conforme a lo dispuesto en la Ley 19.628 
sobre protecci n a la  vida privada,  refiere que en su art culo 2, seó í  
entiende  por  datos  de  car cter  personal  á los  relativos  a  cualquier“  
informaci n  concerniente  a  personas  naturales,  identificadas  oó  
identificables .”  Asimismo,  en  su  art culo  20,  dispone  que:  í El“  
tratamiento de datos personales  por parte de un organismo p blicoú  
s lo podr  ejecutarse respecto de las materias de su competencia y conó á  
sujeci n a las reglas precedentes. En estas condiciones, no se necesitaró á 
el consentimiento del titular .”

Sostiene  que  no  debe  confundirse  dicha  habilitaci n,  con  laó  
prohibici n  establecida  en  el  art culo  31,  en  relaci n  con  laó í ó  
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comunicaci n  de  datos  sobre  sanciones  y  condenas,  puesto  que  noó  
ordena la eliminaci n del registro hist rico. Incluso, la misma norma,ó ó  
en su inciso segundo, faculta la comunicaci n, por lo que no podr anó í  
ser eliminados del registro.

A ade que existen otras disposiciones que imponen la obligaci nñ ó  
de guardar registro de sus actuaciones, como es el art culo 37 de la Leyí  
19.640, Org nica Constitucional del Ministerio P blico, destacando queá ú  
refieren a la gesti n de informaci n y an lisis de datos, que no s loó ó á ó  
autoriza  al  Ministerio  P blico  a  mantener  registro  de  susú  
investigaciones sino que impone la  obligaci n  de hacerlo  y efectuaró  
an lisis a partir de ello. Asimismo, se encuentra el art culo 11 de la Leyá í  
20.391,  sobre  Agenda  Corta  Antidelincuencia,  que  impone  la 
realizaci n de un banco de datos para apoyar la labor investigativa enó  
diversas etapas del proceso penal y de colaboraci n eficaz y eficiente.ó  
De esta forma, tal disposici n ordena crear un sistema compartido deó  
informaci n entre las instituciones vinculadas a la persecuci n penal, eó ó  
intercambiar  conforme  al  art culo  20  de  la  Ley  19.628,  los  datosí  
personales de imputados y condenados.

Tambi n se ala que el Decreto N  899, de fecha 1 de octubreé ñ °  
de 2018, del Ministerio del Interior, que aprueba el Reglamento para 
el funcionamiento del banco unificado de datos conforme al art culo 11í  
de la Ley 20.931. Este banco cuenta con un Comit  de Coordinaci n,é ó  
donde  participa  el  Poder  Judicial,  de  acuerdo  a  su  estructura  no 
permite  que  se  elimine  informaci n,  as  por  ejemplo  cuando  unaó í  
persona  pierde  la  calidad  de  imputado,  permanece  en  la  base, 
se alando que la investigaci n contra l, termino.ñ ó é

Por otra parte hace presente que el art culo 15 de la Ley 19.628,í  
que dispone que  No obstante lo dispuesto en este t tulo, no podr“ í á 
solicitarse informaci n, modificaci n, cancelaci n o bloqueo de datosó ó ó  
cuando  ello  impida  o  entorpezca  el  debido  cumplimiento  de  las  
funciones  fiscalizadoras  del  p blicoú ” o de  datos  personales“  
almacenados pro mandato legal, fuera de los casos contemplados en la  
ley respectiva . ”

El art culo 12 de la Ley N  19.628, si bien reconoce el derechoí °  
de  los  titulares  de  los  datos  exigir  que  se  modifique  cuando  son 
err neos o que se eliminen cuando carezcan de fundamento legal o seó  
encuentren caducos, las investigaciones asociada a la recurrente no son 
err neas, se sustentan en fundamento legal y no se encuentra caducas.ó  

Argumenta que no existe  acto arbitrario  e  ilegal,  tampoco la 
recurrente especifica el hecho que el Ministerio Publico actu  de taló  
forma contra su persona en concreto. Agrega que no existen hechos 
que  eventualmente  puedan  constituir  privaci n,  perturbaci n  oó ó  
amenaza en el leg timo ejercicio de las garant as invocadas. í í

Que, a fol io cinco, se orden  traer losó  autos en re laci n.ó
CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:
Primero:  Que  la  acci n  constitucional  de  protecci n,ó ó  

consagrada  en  el  art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ó í  
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Rep blica, ha sido establecida a favor de quien, por causa de actos uú  
omisiones  arbitrarios  o  ilegales,  sufra  privaci n,  perturbaci n  oó ó  
amenaza  en  el  leg timo  ejercicio  de  los  derechos  y  garant así í  
establecidas en el art culo 19 de la Carta Fundamental. í

Segundo: Que,  por  la  v a  de  esta  acci n  constitucional,  laí ó  
actora solicita que la Fiscal a Regional de Valpara so  í í elimine de los 
registros del Sistema de Apoyo a Fiscales (SAF), sus datos personales 
asociados a las  investigaciones en las causas RUC N 1400209954-4°  
del Juzgado de Garant a de Valpara so y RUC N 1601144943-7 delí í °  
Juzgado  de  Garant a  de  Vi a  del  Mar,  en  las  cuales  figura  comoí ñ  
imputada y se encuentran  sobrese das definitivamente, lo que vulneraí  
sus derechos a la integridad ps quica y a la honra, contempladas en elí  
art culo 19 N 1 y N 4 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.í ° ° ó í ú

Tercero:  Que, por su parte, la Fiscal a Regional de Valpara soí í  
informa que los datos personales contenidos en el Sistema de Apoyo a 
Fiscales, registra s lo antecedentes derivados de las investigaciones queó  
como ente persecutor persigue de acuerdo al mandato constitucional y 
encuentran sustento en los art culos 21 de la Ley N  19.628, 37 delí °  
art culo de la Ley N 19.640 y 11 de la Ley N 20.391, como tambi ní ° ° é  
en el Decreto N  899, de 1 de octubre de 2018 del Ministerio del°  
Interior, que aprueba el funcionamiento de banco unificado de datos, 
por lo que los datos personales no pueden ser eliminados.

Cuarto:  Que si bien los art culos 20 y 21 de la Ley N  19.628,í °  
contemplan una protecci n al tratamiento de los datos privados, talesó  
disposiciones no son aplicables a la especie, toda vez que, lo pedido por 
la recurrente es la eliminaci n en el SAF del Ministerio P blico, de lasó ú  
anotaciones  precedentemente  indicadas,  mientras  que,  aquellas 
disposiciones establecen limitaciones para comunicar la informaci n ahó í 
registrada.

Quinto:  Que, no obstante lo se alado, se debe recordar que lañ  
normativa contenida en la Ley N  19.628 sobre Tratamiento de Datos°  
Personales,  tambi n  resulta  aplicable  al  Ministerio  P blico,é ú  
especialmente  en  aquello  dispuesto  en  su  art culo  20,  que  autorizaí  
gen ricamente a los rganos p blicos para proceder al tratamiento deé ó ú  
datos personales en la medida que ella se verifique en el mbito de susá  
competencias y con sujeci n a las reglas, a adi ndose que de cumplirseó ñ é  
estos par metros no es necesaria la autorizaci n del titular.á ó

De esta forma, resulta relevante resaltar que el art culo 21 de laí  
Ley N  19.628, regula la situaci n de los datos personales relativos a° ó  
condenas por delitos, infracciones administrativas o faltas disciplinarias, 
que no pueden ser comunicadas una vez prescrita la acci n penal oó  
administrativa, o cumplida o prescrita la sanci n o la pena, a excepci nó ó  
que sean requeridos por los  Tribunales  de Justicia,  u otros  rganosó  
p blicos  en  el  mbito  de  sus  competencias,  no  contemplando  laú á  
hip tesis de sobreseimiento definitivo prevista en el art culo 250 letra ó í d) 
del  C digo  Procesal  Penal,  en  consecuencia,  no  se  desprendeó  
justificaci n  alguna  para  guardar  indefinidamente  informaci n  en  eló ó  
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registro del Sistema de Apoyo de Fiscales, relativo a una investigaci nó  
ya afinada, que culmin  mediante sobreseimiento definitivo, como yaó  
se ha razonado  en la sentencia dictada con fecha uno de abril de dos 
mil  veinte,  en causas Rol Protecci n N  25.763-2019 de la Excma.ó °  
Corte  Suprema y Rol  Protecci n   N  2048-2021 de esta Corte  deó °  
Apelaciones.

Sexto:  Que, en las condiciones ya descritas, no existe norma 
legal  que  autorice  la  mantenci n  indefinida de los  datos  personalesó  
derivados de las investigaciones que estuvo involucrada la recurrente y 
que  culminaron  con  sobreseimiento  definitivo,  de  manera  que  la 
mantenci n de los mismos en el registro aludido, configura un acto queó  
carece de fundamento y vulnera el derecho a la honra y la privacidad 
de  la  recurrente,  contemplada  en  el  art culo  4  de  la  Constituci ní ° ó  
Pol tica de la Rep blica, lo que llevar  a que el presente arbitrio seaí ú á  
acogido.

Por estas  consideraciones y visto,  adem s,  lo  dispuesto en elá  
art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  Autoí ó í ú  
Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre la materia, se  acoge el 
recurso  de  protecci n  deducido  por  Jaime  Rojas  Rojas,  enó  
representaci n de do a ó ñ Paulina  Elena  Guerra  Mu ozñ , en contra 
de la Fiscal ía  Regional  de  Valpara so  í y se ordena que la Fiscal 
Regional de Valpara so, deber  disponer la eliminaci n del Sistema deí á ó  
Apoyo  a  los  Fiscales  (SAF),  los  datos  personales  de  la  recurrente 
individualizada en su calidad de imputada en la investigaci n asociadasó  
a los RUC N 1400209954-4 del Juzgado de Garant a de Valpara so y° í í  
RUC N 1601144943-7 del Juzgado de Garant a de Vi a del Mar.° í ñ

Reg strese, notif quese, comun quese por la v a m s expedita y,í í í í á  
en su oportunidad, arch vese.í

 N°Protecci n-48744-2021ó .
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Pronunciado por la Cuarta Sala de la C.A. de Valparaíso integrada por Ministro Alejandro German Garcia S., Ministro

Suplente Erik Gonzalo Espinoza C. y Abogada Integrante Sonia Eujenia Maldonado C. Valparaiso, dieciocho de enero

de dos mil veintidós.

En Valparaiso, a dieciocho de enero de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 05 de septiembre de 2021, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido
en Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla
de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para
más información consulte http://www.horaoficial.cl.
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